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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          



   SALA CIVIL - FAMILIA
Pereira, veinticuatro de julio de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Ref: Exp. N° 66001-31-03-003-2009-00160-01 
Acta N° 333.
Procede la Sala a resolver la impugnación que la Secretaría de Salud Departamental interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito el 11 de junio pasado, en esta acción de tutela que promovió Conrado Gutiérrez Giraldo en representación de su hijo Diego Steven Gutiérrez Agudelo en contra de Cafesalud EPS-S y la recurrente. 

ANTECEDENTES

Se explicó en la demanda que Diego Steven es un joven de 16 años de edad que tiene parálisis cerebral epástica
; que se encuentra afiliado a Cafesalud EPS-S.; que por motivo de su enfermedad “camina casi sobe (sic) el tobillo interno del pie derecho, lo que le dificulta caminar y se cae mucho al suelo”, por lo que el 6 de marzo pasado el ortopedista del Hospital Universitario San Jorge le “formuló un examen denominado ANÁLISIS COMPUTARIZADO DE LA MARCH (sic) EN EL INSTITUTO ROOSVELTE (sic) DE ORTOPEDIA INFANTIL EN BOGOTÁ” para saber si puede operarse; que Cafesalud lo remitió a la Secretaría de Salud Departamental a la que llevó la orden el 9 de marzo pasado “y me dijeron que me llamaban en ocho días… pero hasta la fecha no me han llamado”.

Se alega también en la demanda que el 28 de noviembre de 2007 el neuropediatra de Cafesalud que trata al menor Gutiérrez Agudelo, John Jairo Silvestre Avendaño, le ordenó una ‘angiografía por resonancia magnética cerebral’ que tampoco le fue autorizado por parte de la entidad territorial, explica que solo hasta ahora reclama judicialmente dicha autorización porque “el médico que lo estaba evaluando no la había solicitado en los controles” hasta el 7 de marzo pasado.
Por último, solicita en procura de protección para los derechos constitucionales de Diego Steven Gutiérrez Agudelo, ordenar a Cafesalud EPS-S. o a la Secretaría de Salud Departamental, autorizar el “análisis computarizado de la marcha” en el Instituto Roosevelt en Bogotá y la ‘angiofrafía por resonancia magnética cerebral’, así como que le suministren “los viáticos necesarios para el traslado a la ciudad de Bogotá” y los “medicamentos, procedimientos, tratamientos, exámenes e insumos necesarios y requeridos por el menor” para el tratamiento de su patología.
La demanda fue admitida por auto de 2 de junio último en el que además se corrió traslado a las accionadas para que ejercieran su derecho de defensa. Al respecto solo se pronunció la entidad territorial demandada para manifestar que en “cuanto al procedimiento a tratar frente a la situación presentada para con el menor DIEGO STEVEN GUTIÉRREZ AGUDELO este debe ser ejecutado por la entidad administradora de salud del régimen subsidiado al que pertenece” y solicitó no tutelar los “derechos reclamados por la Accionante (sic), en la presente acción frente a la Secretaría de Salud Departamental” porque no es la entidad encargada de administrar el régimen subsidiado “de conformidad con lo establecido en los numerales 44.2.1, 44.2.2, y 44.2.3, del artículo 44 de la Ley 715 de 2001” y “no es una Empresa Prestadora de Salud, E.P.S., I.P.S. O A.R.S.”. 
Mediante sentencia dictada el 11 de junio de 2009, el Juzgado Tercero Civil del Circuito accedió a las súplicas de la demanda y facultó a Cafesalud EPS-S. “para que realice el recobro ante la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, de todo aquello que deba cubrir que sea no POS-S… con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones -Sector Salud- Prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubiertos con subsidios a la demanda”.
En término impugnó la entidad territorial del orden Departamental para solicitar que se modifique “la interpretación, contenido y sustento del ARTICULO TERCERO de la parte Resolutiva de la providencia emitida por su despacho, en lo relacionado de que la entidad EPSS CAFESALUD , deberá repetir o recobrar por los gastos en que incurra en cumplimiento de la orden judicial, para ante el Fondo de Solidaridad y Garantías en Salud FOSYGA, y NO para ante la Secretaría de Salud Departamental”. 





 CONSIDERACIONES
Teniendo en cuenta los términos de la impugnación presentada por la Secretaría y la conformidad con la sentencia de la EPS-S, deducida de su silencio frente a ella, ha de decirse para empezar que la concesión del amparo constitucional al menor Gutiérrez Agudelo no ha sido objeto de reparo alguno; y la Sala advierte cumplidos los requisitos necesarios para proteger por esta vía especial los derechos fundamentales del mismo.  De tal modo, debe analizarse para satisfacer los términos del recurso, si acertado fue el que se autorizara a Cafesalud EPS-S repetir ante la Secretaría de Salud Departamental por cuenta de los servicios ordenados y no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado, o si por el contrario debía serlo ante el Fondo de Solidaridad y Garantía. 

Para comenzar, apenas oportuno precisar que el Acuerdo 306 de 2005 “por medio del cual se define el plan de beneficios del Régimen Subsidiado”, no contempla los procedimientos médicos requeridos por el paciente, por lo que en principio la prestación de los mismos, está a cargo de la Secretaría de Salud Departamental, según lo establecido en la Ley 715 de 2001, que en su artículo 43 dispone:

“COMPETENCIAS DE LOS DEPARTAMENTOS EN SALUD. Sin perjuicio de las competencias establecidas en otras disposiciones legales, corresponde a los departamentos, dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción, atendiendo las disposiciones nacionales sobre la materia. Para tal efecto, se le asignan las siguientes funciones:

(…)

“43.2.2. Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto de participaciones y demás recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda y los servicios de salud mental.”

Además, la Ley 1122 de 2007 (Por la cual se hacen algunas modificaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones)
, en su artículo 20 dispuso que:

“Las entidades territoriales contratarán con Empresas Sociales del Estado debidamente habilitadas, la atención de la población pobre no asegurada y lo no cubierto por subsidios a la demanda. Cuando la oferta de servicios no exista o sea insuficiente en el municipio o en su área de influencia, la entidad territorial, previa autorización del Ministerio de la Protección Social o por quien delegue, podrá contratar con otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud debidamente habilitadas.”

Así las cosas, en principio correspondía garantizar el servicio de que se trata a la recurrente, pero, acertado fue que en procura de la continuidad en el tratamiento médico del menor se dispusiera su prestación por parte de la EPS-S. y autorizara repetir en contra de la Secretaría de Salud. Así las cosas, descendiendo al caso concreto, como se tiene repetido, el motivo de inconformidad es que se haya autorizado ante quien impugna, recobro por valor de los gastos en que se incurra por la práctica del ‘análisis computarizado de la marcha en el Instituto Roosevelt de Ortopedia Infantil’ y la ‘angiografía por resonancia magnética cerebral’, situación que tiene respaldo en el análisis que de la Ley 1122 de 2007, hizo la Corte Constitucional en la sentencia C-463 de 2008:

“En el caso de que las EPS no estudien oportunamente los requerimientos del médico tratante para los usuarios del Régimen Contributivo respecto de servicios excluidos del POS y sean obligados a su prestación mediante acción de tutela, la sanción que impone la disposición demandada a las EPS es que los costos de dicha prestación serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y el Fosyga. En el caso del Régimen Subsidiado está disposición deberá entenderse en el sentido de que los costos de la prestación ordenada vía de tutela serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y las entidades territoriales, de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Ley 715 de 2001”
 

Aunque se agrega a favor de la recurrente que en los términos de la ley citada y el fallo transcrito parcialmente, lo deducido es que el recobro por parte de la EPS-S. en cuanto a los procedimientos ‘análisis computarizado de la marcha’ y ‘angiografía por resonancia magnética’ sea restringido en un cincuenta por ciento, mismo que tiene lugar cuando ocurre como aquí, que la entidad de salud no estudió oportunamente los requerimientos del médico tratante o no los llevó a consideración del C.T.C., en lo tocante a los demás servicios médicos que sean prestados en virtud de la orden de tutela, la facultad de repetición no se restringirá en porcentaje alguno. 

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del Juzgado Tercero  Civil del Circuito, con excepción de su ordinal tercero que se MODIFICA en el sentido de disponer que la repetición que ante la Secretaría de Salud Departamental se realice, será exclusivamente por el cincuenta por ciento del valor del ‘análisis computarizado de la marcha’ y la ‘angiografía por resonancia magnética’, que corresponde realizar y, en lo tocante con los demás servicios médicos que sean prestados en virtud de la sentencia de tutela no se restringirá en porcentaje alguno la facultad de repetición.

Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos

Gonzalo Flórez Moreno

� “Parálisis cerebral es un término usado para describir un grupo de incapacidades motoras producidas por un daño en el cerebro del niño que pueden ocurrir en el período prenatal, perinatal o postnatal… - Parálisis cerebral espástica: Cuando hay afectación de la corteza motora o vías subcorticales intracerebrales, principalmente vía piramidal (es la forma clínica más frecuente de parálisis cerebral). Su principal característica es la hipertonía, que puede ser tanto espasticidad como rigidez. Se reconoce mediante una resistencia continua o plástica a un estiramiento pasivo en toda la extensión del movimiento”. Fuente: http://www.neurorehabilitacion.com/paralisis_cerebral_infantil1.htm





� Que según su artículo 1°, tuvo por objeto: “realizar ajustes al Sistema General de Seguridad Social en Salud, teniendo como prioridad el mejoramiento en la prestación de los servicios a los usuarios. Con este fin se hacen reformas en los aspectos de dirección, universalización, financiación, equilibrio entre los actores del sistema , racionalización, y mejoramiento en la prestación  de servicios  de salud, fortalecimiento  en los programas  de salud pública  y de las funciones  de, inspección, vigilancia y control y la organización y funcionamiento de redes  para la prestación de servicios de salud” 


�Cfr, Sentencia C-463 de 2008. Magistrado Ponente. Doctor: Jaime Araújo Rentería
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